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Su última salida fuera del Vaticano fue a
la cárcel de Regina Coeli, en el barrio del
Trastevere, en Roma. Con este gesto, el Pa-
pa Francisco dejó una im-
pronta que habla de cuáles
eran sus principales moti-
vaciones. Estaba ya muy
mal; no pudo cumplir con
el rito del lavado de pies
como acostumbraba hacer
cada año. 

Fue un milagro, comen-
tó Fabio, un preso de 51
años, quien, junto con sus compañeros de
celda, uno de ellos musulmán, habían escri-
to a Francisco meses antes pidiéndole que
no dejara de visitarlos. A punto de perder la
esperanza cuando debieron internarlo, se
sorprendieron el pasado Jueves Santo con
que, debilitado, el Papa rezara y bendijera a
los 70 internos. 

No solo eso. Informado por el obispo Be-
noni Ambarus, de la Oficina Pastoral Car-
celaria, que en el Centro Penitenciario de
Menores Casal del Marmo necesitaban una
fábrica de pastas para dar trabajo a los jóve-
nes, Francisco decidió donarles los últimos
200 mil euros de su cuenta personal. “Casi
terminé todo mi dinero, pero todavía tengo
algo”, dijo.

Consultado el obispo por las impresiones
que causó su gesto, recordó que en 2023 el
Pontífice fue el primer Papa en abrir una
Puerta Santa en un centro penitenciario.
“Se sintieron vistos”, subrayó evocando el
Evangelio de Mateo.

Francisco moriría apenas cuatro días des-
pués, dejándonos, con sus afirmaciones,
una pregunta a la que estamos llamados a
buscar respuesta. ¿Por qué a los presos?
Acostumbraba recordar la bienaventuran-
za que reza “estuve preso y me visitasteis”,
pero había un más allá en la vocación del
Papa. La frase “se sintieron vistos” es una
clave. La cárcel invisibiliza; las rejas ocultan
a personas que han cometido delito y están
saldando su deuda con la sociedad y las víc-
timas. Eso es efectivamente así, pero tam-
bién invisibiliza la miseria, el abandono, la
soledad, la indignidad. 

La prisión suspende la pregunta sobre el
tránsito entre la vulnerabilidad y la margi-
nalidad y el delito. Especialmente, el delito
menor, aquel que cometen en su gran ma-
yoría las mujeres. El micro-tráfico para
mantener a sus hijos. 

En ese contexto cabe su respuesta ante la
pregunta de un periodista: “¿Por qué ellos
y no yo?”. El punto de inicio, como demos-
trará un libro que se publicará próxima-
mente, con el resultado de un estudio reali-
zado en la Universidad Católica con muje-
res en proceso de reinserción, son historias
de vida, desde la infancia, marcadas por la
carencia, material, de afecto, de cuidado.
Un 90% presenta historias de abuso y vio-
lencia familiar y de pareja, abandono de la
escolaridad, maternidad temprana —14 y
15 años—, situación de calle, consumo de
droga o microtráfico como forma de sus-
tento personal y de los hijos. 

La sobrepoblación penitenciaria y las
malas condiciones de vida en los penales
chilenos, el exceso de droga en las mismas

cárceles, la falta de segmentación adecuada
según perfiles delictuales, los excesos de
prisiones preventivas —aumentaron un
45% entre 2010 y 2024— y, especialmente,
la ausencia de políticas públicas adecuadas
para la reinserción son realidades que afec-
tan a todo el sistema e implican un riesgo
para la seguridad del país.

Sesenta y dos mil personas invisibiliza-
das y hacinadas en cárceles en Chile con
una capacidad para 42 mil, es un desafío ur-
gente para enfrentar la crisis del sistema pe-
nitenciario en todas sus aristas. No solo fal-
tan lugares suficientes y dignos para la po-
blación recluida. Ese es solo uno de los fac-
tores que inciden en la difícil ecuación entre
vulnerabilidad de origen, cárcel y reinser-
ción. 

Es un error asociar el temor a la delin-
cuencia con la necesidad de aumentar pe-
nas. Muchos estudios, tanto chilenos como
extranjeros, demuestran que penas más lar-
gas y más duras no tienen efecto disuasivo.
Al contrario, aumentan la posibilidad de
contagio criminógeno. Demostración de
ello fue que la disminución de la población
penal luego del incendio de la cárcel de San
Miguel en 2010 y la dictación de la ley
20.603 no se tradujeron en un aumento en
la criminalidad (Morales et al., 2022).

El mundo llora a un Papa que abrió cami-
nos de renovación para su Iglesia, pero que
también dejó ejemplos y retos que interpe-
lan a la sociedad como un todo. Entre ellos
destaca especialmente su llamado hacia la
fraternidad con los más pobres. Las perso-
nas privadas de libertad son, además de po-
bres, invisibles.

¿Por qué a los presos?
“... la cárcel invisibiliza; las rejas ocultan a personas que han 

cometido delito y están saldando su deuda con la sociedad y las víctimas. Eso es 

efectivamente así, pero también invisibiliza la miseria, el abandono, la soledad, la indignidad...”. 

ANA MARÍA STUVEN

“Densidad
normativa”

Señor Director: 
Consultada en este medio, a propósito del

monto récord de stock de inversiones pendien-
tes de evaluación en el Sistema de Evaluación
de Impacto Ambiental (SEIA), Valentina
Durán, directora del Servicio de Evaluación
Ambiental (SEA), señaló que se está implemen-
tando una serie de medidas para acortar plazos
de calificación y destacó que estarían desarro-
llando “guías para unificar criterios, evitando
dispares interpretaciones de la normativa”. 

Esto no es novedad. Desde el inicio de su
administración, la directora ha señalado que
la “densidad normativa” (más normas que
pretenden regular más escenarios) reduciría
la discrecionalidad y resolvería los problemas
de incertidumbre y demoras en la evaluación
de proyectos.

Lamentablemente, la evidencia muestra lo
contrario. Si en 2014 existían 24 guías para
orientar la evaluación ambiental, hoy son 64.
Sin embargo, mientras en 2014 un Estudio de
Impacto Ambiental tomaba, en promedio, 547
días de tramitación, hoy toma 995 (Horizontal).
Las guías del SEA no han disminuido plazos ni
evitado la excesiva discrecionalidad de los
distintos servicios públicos evaluadores. Por el
contrario, han aumentado la carga que enfren-
tan los titulares, permitiendo exigencias que en
ocasiones exceden lo que establece la misma
ley y los reglamentos. 

Valoramos que el SEA esté comprometido
en la reducción de los plazos vigentes, pero la
dictación de más guías difícilmente contribuirá
al objetivo buscado.

JOSÉ ANTONIO VALENZUELA

Director de Incidencia de Pivotes

JUAN JOSÉ OBACH

Director ejecutivo de Horizontal

Inversión paralizada
Señor Director:
Las cifras de inversión detenida en Chile a la

espera de aprobaciones ambientales son
alarmantes. En un país pequeño, con grandes
necesidades sociales y económicas, resulta
inaceptable que se frene el desarrollo producti-
vo por un sistema burocrático e ineficiente.

Chile no puede darse el lujo de ahuyentar a
empresas y emprendedores que quieren inver-
tir, generar empleo y aportar al crecimiento. La
protección del medio ambiente es fundamental,
pero debe ir de la mano con un sistema ágil,
técnico y moderno de evaluación de impacto
ambiental.

Es urgente una reforma profunda al SEIA
(Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental),
pero el actual Gobierno no parece comprender
la magnitud del problema. Su inacción refleja
una preocupante falta de criterio frente a una
crisis que afecta directamente la calidad de
vida de millones de chilenos.

MANUEL CAMILO VIAL R.

Empresario

Prohibición de 
pactos electorales

Señor Director:
En “El Mercurio” de ayer, don Ignacio

Walker señala que entre los años 1958 y
1962 no hubo pactos electorales por estar
prohibidos.

Me parece que don Ignacio incurre en un
error, pues en la elección senatorial del año
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1961 sí los hubo, como fue, por ejemplo, en
Aconcagua y Valparaíso, zona que en parte él
representó con posterioridad, ya que sí existió
entre el Partido Socialista, con don Salvador
Allende como candidato, don Jaime Barros, del
Partido Comunista, y los de la lista del Partido
Democrático Nacional, presidida por el senador
en ejercicio señor Carlos Alberto Martínez;
pacto que permitió la elección de los dos
primeros nombrados.

Sin ello, don Jaime no habría sido electo.
PATRICIO VALDÉS ALDUNATE

Se prohíbe lo que 
se debe promover

Señor Director:
En febrero de 2026 comenzará a regir la

prohibición de entregar productos y envases de
un solo uso, obligando a los establecimientos de
comida a utilizar exclusivamente vajilla reutili-
zable dentro de sus locales. Sin embargo, esta
normativa, mal llamada “Ley de plásticos de un
solo uso”, no solo prohíbe el plástico, sino
también materiales de origen orgánico y
compostables, como envases de cartón, indivi-
duales de papel, cubiertos de madera y bambú.
Es decir, elementos que han sido fundamenta-
les en los avances del sector gastronómico en
términos de sostenibilidad.

Los gremios que suscribimos esta carta
hemos planteado en diversas instancias que
esta normativa se aleja de ser una solución
sostenible y del verdadero espíritu de una
economía circular. Coincidimos en la necesidad
de eliminar el plástico de un solo uso, pero no al
costo de prohibir alternativas compatibles con
el medio ambiente. De lo contrario, se empujará
a los locales de comida a volver al plástico,
ahora en su versión “reutilizable”, pese a que
esa opción tiene una corta vida útil en condicio-
nes de lavado industrial intensivo.

Aún estamos a tiempo de corregir esta
contradicción. Un grupo de senadores presentó
recientemente un proyecto de ley que busca
eliminar nuevamente el plástico de un solo uso,
pero permitiendo productos fabricados en base
a materiales que puedan ser recuperados,
reciclados o reutilizados, muchos de los cuales
ya están hoy en uso.

Confiamos en que nuestros parlamentarios y
autoridades revisarán con sentido de urgencia
esta propuesta de ley y acelerarán su tramita-
ción legislativa. Solo así se evitará que una ley
de plásticos se transforme en más plástico a la
basura.

JOSÉ PAKOMIO

Presidente Cámara Nacional de Comercio, Servicios
y Turismo

MARÍA TERESA VIAL

Presidenta Cámara de Comercio de Santiago

MÓNICA ZALAQUETT

Presidenta ejecutiva Federación de Empresas de
Turismo de Chile

MÁXIMO PICALLO

Presidente Asociación Chilena de Gastronomía

KATIA TRUSICH

Presidenta Cámara Chilena de Centros Comerciales

CAROLINA NEUMANN

Subgerenta Asoc. de Industriales Gráficos de Chile

La dicotomía del SII

Señor Director:
El año 2023 compré un vehículo eléctrico,

para ayudar al plan de descontaminación y
aprovechar el beneficio tributario del permiso
de circulación. Como todo vehículo eléctrico,
tenía un valor superior al monto límite para el
pago del impuesto a los vehículos de alto valor.

Mi sorpresa ocurre este año 2025, cuando
me llega el cobro del citado impuesto, indican-
do que el vehículo mantiene el valor de la
factura de compra del año 2023. El mismo SII
genera una tasación fiscal para el pago del
permiso de circulación que es un 20% menor a
la tasación que usan para el pago del impuesto
a los vehículos de “alto valor”. Formalicé la
solicitud de revisión del impuesto a través de la
página del SII, indicando esta inconsistencia y
adjuntando la tasación fiscal actual. Lo sorpren-
dente es el rechazo del SII a la solicitud,
argumentando que la forma de cálculo del
valor para el impuesto es en base a la factura
de compra de septiembre de 2023, deducido
un 5% de ese valor, considerándose “Valor
Normal de Mercado”. Con este cálculo, el valor
es mayor al precio del mismo vehículo nuevo 0
km al día de hoy. 

Me encantaría que el SII publique el lugar
donde puedo vender mi vehículo a ese “Valor

Normal de Mercado”, para comprar uno
nuevo y quedarme con ese diferencial de
dinero a favor.

JORGE CROSSLEY

Impactos 
de la gratuidad

Señor Director:
Como en la edición de ayer fui citado solo

parcialmente en la opinión que envié a “El
Mercurio” para el artículo sobre los impactos
financieros de la política de gratuidad, me
permito aclarar que, desde nuestra perspectiva,
la política de gratuidad ha permitido profundi-
zar el acceso a la educación superior, con una
composición de estudiantes mucho más diver-
sa, cuya enorme mayoría son primera genera-
ción universitaria en sus familias. 

En términos financieros, más que disminuir
los ingresos, lo que ha sucedido es que estos no
han crecido al ritmo que deberían para cubrir
los costos reales de los programas académicos
que tiene una universidad compleja y de reco-
nocida calidad, que tiene un menor apoyo en
aportes basales y que, a su vez, atiende a una
muy alta proporción de estudiantes que requie-
re más apoyo académico y extra académico.

CRISTIÁN DEL CAMPO, SJ

Rector Universidad Alberto Hurtado

“Divulgación de
causas judiciales”

Señor Director:
Es valioso el debate abierto por el editorial

“Divulgación de causas judiciales” (1 de mayo), a
propósito de un proyecto parlamentario que
busca sancionar a quienes difundan indebida-
mente antecedentes de información penal. Ante
hechos de esta naturaleza, la primera reacción
suele ser prohibir. Sin embargo, cuando se
afecta el ejercicio del periodismo, es fácil
terminar limitando la libertad de expresión.

Un medio difícilmente desechará una filtra-
ción si la evaluación editorial la considera de
interés público (no confundir con interés por el
rating). Por eso, el foco regulatorio debiera

estar en quienes difunden esta información con
el objetivo de obtener beneficios muy diferentes
al de un medio que decide publicarla.

Hoy, el periodismo en el mundo está enfren-
tando diversas presiones. Mientras Javier Milei
repite en sus redes “no odiamos lo suficiente a
los periodistas”, Donald Trump ha vetado el
ingreso de la agencia Associated Press a la
Casa Blanca y ejercido amenazas directas a
propietarios de medios. Chile no está blindado a
este tipo de hostilidades. 

La libertad de prensa requiere resguardo
constante. Por ello, el llamado a quienes legis-
lan debe ser a no levantar barreras al trabajo
de profesionales que, aunque pueden equivocar-
se, cumplen una función esencial en la sociedad:
exigir que las instituciones y quienes ejercen
poder rindan cuentas.

BÁRBARA FUENTES B.

Escuela de Comunicaciones y Periodismo UAI

No culpen a 
las importaciones

Señor Director:
Se ha dicho que la caída del PIB en el primer

trimestre en Estados Unidos se debe al aumen-
to de las importaciones. Esa afirmación es
apresurada y puede llevar a confusión. Impor-
tar más no implica por sí solo una caída en la
producción nacional.

En este caso, las importaciones aumentaron
significativamente, en parte, por compras
anticipadas ante la amenaza de nuevos arance-
les. Pero lo verdaderamente contractivo fue la
caída en el consumo de bienes y servicios
producidos en EE.UU. Aunque el gasto total
subió, una mayor proporción se destinó a
productos extranjeros, lo que desplazó produc-
ción local. Esa es la causa del retroceso del PIB.

Las importaciones se restan del PIB solo
para no contar como producción nacional lo
que fue fabricado en el extranjero. Esa correc-
ción contable no implica una relación causal.
Por lo tanto, no es correcto concluir que reducir
importaciones mediante aranceles impulsará
automáticamente el crecimiento.

La economía se debilita cuando se produce
menos, no cuando se comercia más. Leer mal
las cifras lleva a diagnósticos erróneos y peor
aún a políticas equivocadas.

MAURICIO LARRAÍN E.

Académico Universidad de los Andes

Decadencia 
de Valparaíso

Señor Director:
¿Cuán patético es que un youtuber extran-

jero logre escandalizarnos al develar la deca-
dencia de una ciudad, que todos conocemos,
pero que nuestras autoridades (sobre todo
locales) no han querido reconocer ni menos
hacerse cargo?

Valparaíso es nuestro elefante en la habita-
ción. 

MARCELO ESTRELLA RIQUELME

El 2 de mayo de 1995, un ataque croata
contra las milicias serbias en el conflictivo
territorio de Krajina —situado en Croacia,
pero habitado desde generaciones por
serbios— reabrió un frente de tensiones en
la convulsionada ex-Yugoslavia. Croacia, el
primer escenario de la guerra que desde 1991
desangraba a los Balcanes, había estado en
paz por más de tres años. Hasta la llamada
Operación Blitz, mediante la cual el ejército
de Zagreb sacó a las fuerzas serbias de la
zona protegida por la ONU.

Según consignaba “El Mercurio”, Croacia
esperaba recuperar el control de la región

que por derecho le pertenecía y no estaba dispuesta a aceptar la existencia
de una nación serbia al interior de su territorio. La ofensiva desató,
posteriormente, dos ataques de represalia de las milicias serbias con cohetes
contra la ciudad de Zagreb, poniendo en jaque, una vez más, una salida
pacífica definitiva para esa nación.

Tanto así, que el 5 de mayo de 1995 el diario informaba que “la posibilidad
de que se desate una guerra a gran escala en los Balcanes aumentó después
que el Ejército de la actual Yugoslavia (Serbia y Montenegro) enviara una
poderosa unidad de tanques para apoyar a los serbios que habitan en el este
de Croacia. El gobierno de Belgrado amenazó veladamente con intervenir en
Croacia en caso de que el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas no
frene las operaciones militares croatas”.

Asimismo, la autoproclamada República de Krajina pedía a la ONU la
protección de la población serbia que había quedado a merced de las tropas
croatas, a la que estaban expulsando (en la imagen). El Presidente croata,
Franjo Tudjman, por su parte, declaraba que solo permitiría la presencia de
serbios en territorios croatas y de “cascos azules” hasta noviembre de ese año.

Una semana después, pese a una promesa de cese del fuego, las tensiones
en la zona se intensificaron dramáticamente, cuando soldados de ambos
bandos ingresaron a las zonas de protección patrulladas por tropas de las
Naciones Unidas.

Finalmente, bajo la amenaza de duras sanciones, la ONU logró que el
gobierno croata cumpliera el prometido retiro de sus tropas. “De no haber
sido por la presencia de las Naciones Unidas, la ofensiva de Croacia en
Eslavonia occidental pudo haber desatado una guerra total”. La organización
mundial había decidido tomar el control de la situación para que no se le
escapara una vez más de las manos. Sobre todo, considerando la guerra que
se desataba paralelamente en Bosnia-Herzegovina, el otro frente de los
Balcanes. 

Rebrote de la guerra en Croacia

E L  M E R C U R I O  H A C E  3 0  A Ñ O S

Me duele decirlo, pero el Aeropuerto Arturo Merino Benítez de
Santiago de Chile está “discapacitado”. Como ya he señalado en
varias ocasiones, mientras los aeropuertos se hacen cada vez más
grandes, los servicios de apoyo para personas
con discapacidad no han avanzado a la par. Con
más viajeros cada año y un número creciente de
personas mayores que requieren asistencia, las
instalaciones de nuestro principal terminal aéreo
no se han adaptado adecuadamente a una
nueva realidad. 

Hace algunos días, llegué al aeropuerto con
una persona que tiene dificultades motoras.
Aunque agradezco que me hayan esperado con
una silla de ruedas, debo señalar que si alguien con discapacidad
necesita este servicio, debe caminar tres cuadras desde la puerta
principal hasta el lugar donde debieran entregarle la silla. Como
imaginarán, esto es absolutamente absurdo.

En nuestro caso, cuando intentamos avanzar con la silla, una de
las ruedas estaba rota y no funcionaba. Personas allegadas al servi-
cio me informaron que un alto porcentaje de las sillas está en mal
estado o fuera de circulación. Al preguntar al joven que la manejaba
sobre su entrenamiento para dar este servicio, me contestó que no
tenía ninguno. Le pregunté por curiosidad, qué haría si tuviera que
bajar una cuneta que no tuviera rebaje especial para estos vehícu-
los, y me dio una respuesta que, por mi experiencia, hubiera causado
que la persona se cayera peligrosamente de la silla de ruedas. 

En el camino a la puerta de embarque, me encontré con varias
personas mayores avanzando con mucha dificultad. Una de ellas me
comentó que había caminado más de 25 minutos, y según me
señalan, esto sucede con frecuencia. El aeropuerto tiene muy pocos
carros eléctricos, y los que hay son insuficientes para las necesida-
des actuales. Lo malo, para nosotros los pasajeros, es que las líneas
áreas no se hacen responsables de este servicio, y al reclamar,
señalan que es algo que corresponde a los encargados del terminal
aéreo.

El aeropuerto es propiedad del Estado de Chile, a través del
Ministerio de Obras Públicas, y es operado por la Sociedad Conce-
sionaria Nuevo Pudahuel. Creo entonces que es hora de que todos
ellos, incluido el Ministerio de Salud, se sienten en una mesa y se
hagan cargo del tema. 

Cada año, más de 25 millones de pasajeros pasan por este aero-
puerto. En Chile, el 17% de la población de 2 años y más vive con
algún tipo de discapacidad, y la Organización Mundial de la Salud
estima que, aproximadamente, el 1% de la población del mundo
necesita una silla de ruedas. Y a estas cifras sumemos que Naciones
Unidas estima que la población mayor de 65 años se duplicará en
las próximas décadas, llegando a más del 16% en 2050. Estas
estadísticas son claras y no podemos seguir ignorándolas.

Los pasajeros con discapacidad y los mayores merecen un trato
digno y eficiente.

Necesitamos que el aeropuerto sea accesible para todos. 
MARIO KREUTZBERGER B.

Nuevo Pudahuel: Aeropuerto con discapacidad
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